
RECENSIONES

GUAITA, AURELIO: Derecho Administrativo: aguas, mon-
tes, minas. Editorial Cívitas, S. A., Madrid, 1982.

El libro del profesor Guaita tiene
en su origen, y en ocasiones tam-
bién su punto de contraste, en su
Derecho administrativo especial,
obra insustituible y bien conocida
por juristas, estudiosos y profesio-
nales del Derecho que han acudi-
do y acudirán a este clásico de
nuestra doctrina científica. Es, sin
embargo, un libro nuevo que no
se limita a reproducir «corregidos
y ampliados» los correspondientes
capítulos (final del volumen IV y
volumen V) de la obra de la que,
no obstante, inequívocamente pro-
cede. Y es un libro nuevo porque,
junto a su actualización bibliográ-
fica y jurisprudencial y sus inno-

vaciones de tipo sistemático, ha-
llamos en sus páginas matizacio-
nes en profundidad, «desviaciones»
de la precedente doctrina del autor
e incluso giros copernicanos de la
misma, lo que habla bien a las
claras de la vitalidad intelectual
del maestro Guaita y sirve de es-
tímulo—y a veces de sorpresa—
al lector, que creía andar por te-
rreno conocido, y al que volvía
en busca de confirmación y segu-
ridades.

A destacar —no siempre con
agrado—, en este Derecho admi-
nistrativo, aguas, montes y minas,
el nuevo, y a veces parco, trata-
miento con que se contempla la



Recensiones 238

bibliografía, «sometida a una im-
placable poda», en palabras del
autor, que de la extranjera ha
prescindido casi por completo, y
las citas o relaciones de disposi-
ciones legales que son traídas a
colación normalmente sólo en sus
Leyes y Reglamentos más impor-
tantes. No así, en cambio, las no-
tas jurisprudenciales y otras com-
plementarias del texto, que se pro-
digan más generosamente y de
modo oportuno. A tener en cuen-
ta, asimismo, la transcripción al
comienzo de los capítulos, de los
preceptos constitucionales corres-
pondientes, tanto de la Constitu-
ción vigente como de los textos
que desde 1812 la precedieron.

Finalmente, un dato a retener,
que excede el propio libro que co-
mentamos, y se convierte en deseo,
creemos que unánimemente com-
partido: que, como nos dice el au-
tor en el prólogo del mismo, cons-
tituya éste una especie de separata
previa de esa posible y futura edi-
ción íntegra de la obra de Aurelio
Guaita. Que así sea.

El dominio público natural

Divide nítidamente el autor el
libro que nos ocupa en cuatro
grandes capítulos: aguas (maríti-
mas y continentales), montes y
minas, precedido todo ello por un
capítulo primero, sobre lo que, en
términos generales, suele calificar-
se de «dominio público natural»,
cuya entidad y problemática jurí-
dica no es necesario descubrir
ahora, cuya importancia económi-
ca, en no pocos de sus elementos
integrantes, lejos de ser residual,
es claramente creciente, y cuya

actualidad—y a veces apasiona-
miento— pone de manifiesto, asi-
mismo de modo creciente, el naci-
miento y desarrollo de la preocu-
pación por los temas ambientales
y ecológicos. En este primer capí-
tulo, en este enfoque general del
«dominio público natural» que
hace Guaita, encontramos una de
las virtudes del libro; la teoría
general del dominio público es, en
efecto, muy exigua. Sin duda, no
puede ser de otra manera, dado
que aquél comprende (según no
pocos autores y también la propia
legislación), un conjunto de reali-
dades sumamente diversas, que va
desde las playas, los ríos o las mi-
nas hasta las obras de uso o servi-
cio público, pasando por cosas
muebles, edificios, o incluso bienes
incorporales. Aunque se acepte la
titularidad pública y la afectación
a un fin público, ¿qué tienen de
común todos los bienes demania-
les? (o «dominiales», como prefiere
Guaita). Ciertamente no tanto,
como no sean las consabidas no-
tas de inalienabilidad, imprescrip-
tibilidad e inembargabilidad. Di-
cho en otros términos: cuanto
más cierta sea la verdad de fondo
que encierra la expresión «échelle
de la domanialité publique», de
Duguit, tanto más difícil será de-
fender—o simplemente construir—
de modo unitario una teoría ge-
neral del dominio público. Y es
en este punto donde, en las pági-
nas iniciales de la obra que co-
mentamos, hay una doctrina clara
(aunque forzosamente breve) y
que se sigue con atención.

En ellas, tras la exposición del
singular artículo 132.2 de nuestra
Constitución (debido por cierto, en
su dicción textual, un tanto in ex-
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tremis, a la Comisión Mixta Con-
greso-Senado) y unas breves refe-
rencias al Código Civil y a la le-
gislación sectorial de régimen lo-
cal, aguas, montes y navegación
aérea, cuestiona el autor la posi-
bilidad de la existencia de un do-
minio público «natural».

¿Existe, en efecto, este dominio
público natural o estaba en lo cier-
to Hauriou con su doctrina del
«métre carré»?

Sabido es que, para el jurista
francés, en el dominio público no
se da una especie de predestina-
ción natural, sino una afectación o
destino legal; que no hay otros bie-
nes demaniales que los que digan
las leyes, que ninguno lo es por na-
turaleza, y que tan cierto es ello,
que hasta en los bienes legalmen-
te declarados de dominio público
—pretendidamente «por su natu-
raleza»— se podría adquirir una
porción (un simple «metro cua-
drado») de ellos, lo que indica que
no se trata de un dominio público
por naturaleza, desde el momento
en que también puede correspon-
der la titularidad de esos mismos
bienes (o de un simple metro cua-
drado) a los particulares.

Sin negar la estimable dosis de
realismo, no exento de humor, de
la tesis de Hauriou, que, pudiendo
ser verdad, no es toda la verdad,
argumenta el autor en defensa de
la existencia del dominio público
natural: obvio es que ninguna
cosa es de dominio público mien-
tras no lo diga la ley, pero no es
tampoco casual que en el tiempo
y en el espacio coincidan muchas
«cosas naturales» en ser declara-
das de dominio público. No serán
dominio público «por esencia»,
pero sí por naturaleza, excepcio-

nes, enclaves o «métres carrés»
aparte, y aunque ello no se opon-
ga a que también en este campo
del dominio público natural pue-
dan admitirse y hallarse presentes
las circunstancias relativizadoras
del «aquí» y el «ahora». En defi-
nitiva, pues, hablar de dominio pú-
blico natural es, aparte de la pre-
destinación o «natural» tendencia
global a la demanialización de
cada una de las especies (playas,
ríos..., etc.), afirmar que la Ley,
cuando tal decide, demanializa
todo el «género», globalmente, en
bloque, y opera una afectación si-
multánea (todos los ríos, todas las
playas..., etc.), como expresan con
claridad artículos como el 339 del
Código Civil o el propio 132.2 de la
Constitución. Muy distinto proce-
der, pues, que el que requiere el
dominio público no natural, en el
que es preciso declarar de dominio
público cada uno de los bienes que
lo integran, al afectarlos a una
utilidad pública, al destinarlos al
correspondiente servicio público o
al tener lugar su apertura a un
uso público. Quizá, en el fondo, la
existencia del dominio público na-
tural sea también—y valga la ex-
presión— lo más conforme «a la
naturaleza de las cosas», pues
como afirma él autor, en párrafos
de estimable fuerza persuasiva,
existen cosas de dominio público
—y son las más, las más clara-
mente demaniales, y las más clá-
sicas y tradicionales—que ya exis-
tían antes de ser declaradas como
tales, y que son ofrecidas por la
propia naturaleza, sin perjuicio de
que puedan ser objeto de obras
que mejoren su utilización; en
otras palabras: lo declare la ley
cuando lo declare, es un dominio
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público «esencialmente natural», o
si se quiere, son más que dominio
público natural, bienes «naturales»
de dominio público, que nada tie-
nen que ver (como no sea, natu-
ralmente, su propia demanialidad)
con otros de creación artificial.

Supuesta—y defendida por el
autor—la existencia de este domi-
nio público natural, es práctica-
mente incontestable que éste se
opone al dominio público «artifi-
cial», con lo que van surgiendo
de modo lógico y claramente visi-
ble las notas diferenciadoras de su
régimen jurídico.

¿Cuáles son estas características
que perfilan tal régimen jurídico?
Sintéticamente, serían: a) El do-
minio público natural existe sin
conexión o como consecuencia de
una obra pública. Si se da tal co-
nexión no es constitutiva; es, o
posteriori, puesto que el dominio
público natural preexiste a la po-
sible obra pública que lo soporta
o mejore su utilización; b) Los
bienes naturales ingresan en el
dominio público simultáneamente
para cada una de sus especies. No
hay un acto singular de afectación
por vía casuística. Esta es global,
por obra de la ley, o incluso cons-
titucionalmente en el caso, cierta-
mente poco frecuente, de nues-
tro 132.2; c) La desafectación del
dominio público natural debe te-
ner lugar, al menos en principio,
por otra ley contraria a la que
operó su ingreso; d) Precisamente
por tratarse de bienes naturales,
su nacimiento para el dominio pú-
blico, su salida del mismo, o in-
cluso su propia extinción, pueden
producirse por causas igualmente
naturales. Es el caso del mar que
se retira o avanza tierra adentro,

el río que cambia de cauce, el ma-
nantial que se seca..., etc., muchos
de cuyos supuestos pueden ser ob-
viamente provocados por el hom-
bre (dando, sin duda, origen a ar-
duos problemas jurídico-púbilcos...
¡y jurídico-privados!) y aparecien-
do en estos casos un curioso «hí-
brido» de dominio «natural-artifi-
cial»; e) El dominio público natu-
ral es el campo propio del deslin-
de; y más que el campo, es un
«mundo» prácticamente inagotable,
en extensión y complejidades. Ob-
viamente es posible y normal, y
puede ser problemático, un deslin-
de respecto del dominio artificial,
pero nadie dudará que ello nada
tiene que ver con ese mismo des-
linde en el ámbito, casi inabarca-
ble, del dominio público natural:
bastaría al respecto pensar (¡y re-
nunciar de inmediato!) en deslin-
dar la zona marítimo-terrestre,
playas a lo largo de miles de kiló-
metros de costa, miles de hectáreas
de montes metro a metro, o cual-
quiera de estas—si se permite la
expresión— «macromagnitudes de-
maniales», que no son nada ex-
trañas en el campo (ya decíamos
el «mundo») del dominio público
natural; f) Es, finalmente, carac-
terística del dominio natural frente
al artificial, el muy distinto alcan-
ce y posibilidad (y, asimismo, fre-
cuencia) con que puede plantearse
el tema de la imprescriptibilidad.
No es, al respecto, preciso un gran
esfuerzo para poder imaginar la
posible usucapión de una pequeña
porción (algún «métre carré» de
Hauriou, quizá) de un bien «natu-
ral» de dominio público, como pue-
da, por ejemplo, ser un monte ca-
talogado; es, por el contrario, cer-
cano a lo insólito que ello pueda
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tener lugar respecto, también por
ejemplo, de un ferrocarril.

Y podrían encontrarse —así lo
hace Guaita—otros rasgos presen-
tes en el dominio público natural
que se está considerando y que,
en parte, derivan de afirmaciones
precedentes. Desde luego, y puesto
que el dominio público natural
está integrado (ya se dijo antes)
por géneros o grandes categorías
de bienes adscritos ex lege y glo-
balmente a una utilidad pública,
este dominio es, en principio, «ne-
cesario» o, si se quiere, excluyente
en el sentido de no tolerar la pro-
piedad privada. Tal ocurre con el
dominio marítimo o con los ríos,
aunque no pueda ello entenderse
(la realidad jurídica lo desmiente)
de modo absoluto, pues, en defini-
tiva, también hay aguas privadas
o montes particulares. En suma,
unas mismas cosas pueden ser
dominio público natural, pero no
forzosamente y a perpetuidad...,
«hasta el último metro», o no
serlo.

¿Es este dominio natural nece-
sariamente del Estado? No cabe
aquí la respuesta tajante y preci-
pitada: lo es en los casos más
frecuentes e importantes, y pién-
sese, al respecto, en el dominio
marítimo, el espacio aéreo, las mi-
nas o la generalidad de las aguas
continentales. Pero en otros su-
puestos pueden, asimismo, ser de
titularidad distinta, como la local,
o, en la nueva realidad española,
de las Comunidades Autónomas,
como es el caso, de tanto arraigo
local, de los montes. En todo caso,
y en otro orden de cosas, lo que
no es identificable es el dominio
natural con los bienes de uso pú-
blico. Así, que existen bienes de

dominio público artificial que son
de uso público es algo incontesta-
ble y bastaría para ello considerar
el artículo 339.1 del Código Civil
o el 1.° de la vieja Ley de Obras
Públicas; y, a la inversa, no todo
el dominio natural es de uso pú-
blico, como es, por ejemplo, claro
en el caso de las minas. Y preci-
samente concluye el autor el capí-
tulo inicial de la obra tomando el
dato del uso público como diferen-
ciador de las dos grandes clases
de bienes integrantes del dominio
público natural, según sean o no
de tal uso; respecto del dominio
natural de uso público encontra-
mos en esas páginas finales la doc-
trina bien conocida que, partiendo
en el fondo de la ya histórica dis-
tinción que contenía aquel texto
luminoso de la Ley de Aguas de
1866, nos habla de un «uso común»,
sea éste general o especial, y de
un uso «privativo» a través de la
figura de la concesión, a los que
hay que añadir la «usucapión» o
prescripción adquisitiva y la «re-
serva» (tan gráficamente califica-
da por Guaita como «autoconce-
sión»). El segundo grupo de bienes
de dominio público natural, los que
no son de uso público, está inte-
grado por montes y minas, tardía-
mente por cierto incorporados al
dominio público, y que no tienen,
ni en realidad pueden tener, un
mismo régimen, siendo, creemos,
muy certera la afirmación del au-
tor de que los montes son bienes
que limitan con el primer grupo
(esto es, los de uso público) y casi
traspasan esa débil frontera, mien-
tras que en las minas no puede
haber en modo alguno un uso pú-
blico por la más simple de las ra-
zones: son lo que, en técnica ius-
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privativista, se denominarían bie-
nes consumibles; no se «usan», se
consumen, y además sin posibili-
dad de regeneración, y, antes o
después, hasta su extinción; es
sólo, en el fondo, cuestión de
tiempo.

Aguas marítimas

Constituyen las aguas marítimas
el capítulo segundo de la obra.
Concibe Guaita el Derecho maríti-
mo, inicialmente, como un sector
del ordenamiento jurídico privado
(más exactamente, del Derecho
mercantil), aunque, naturalmente,
cuajado hoy en día—y desde mu-
cho tiempo atrás—de principios y
normas, y de una filosofía, típica-
mente jurídico-administrativa, ple-
na también de actividad adminis-
trativa en innumerables cuestiones.
Es un mundo heterogéneo con una
última y fundamental coherencia
entre sí: el propio elemento «na-
tural» que lo sustenta. No. dejan
de aparecer en el capítulo cuestio-
nes clásicas en materia de legisla-
ción, como la de la determinación
de cuál de las Leyes de Puertos es
la vigente en base a la revisión de
la obra legislativa de la dictadura
y, en consecuencia, del rango re-
glamentario de la de 1928. Proble-
ma más teórico que real, como bien
conoce la práctica del Ministerio
de Obras Públicas y Urbanismo, y
que, naturalmente, en los extremos
regulados por la Ley de Costas, ni
se plantea. Cuestión clásica tam-
bién la de la concurrencia de com-
petencias ministeriales en las zo-
nas marítimas. Se podría hablar
en tantos y tantos ámbitos admi-
nistrativos de dispersión de com-

petencias, que no es la situación
en el que contemplamos, especial-
mente dramática o merecedora de
mayor censura que en otros pagos
de la «acción administrativa».

Se estudian, asimismo, las dife-
rentes zonas marítimas (marítimo-
terrestre, playas, mar territorial,
su lecho y subsuelo, y la zona eco-
nómica exclusiva) a la luz, sobre
todo, de los preceptos de la Ley
de Costas y de la de 20 de febrero
de 1978, sin que falten algunas in-
terpretaciones propias del autor,
si bien, quizá, se echen en falta
algunas consideraciones sobre lo
que de conflictivo internacional-
mente tiene el tema, tan sumamen-
te actual, y, a decir verdad, toda-
vía in fien.

Nos parece de interés el breve
tratamiento que se hace de los en-
claves de propiedad particular,
quedando el grueso del capítulo
consagrado al estudio del uso y
aprovechamiento, en su doble ver-
tiente, del uso y aprovechamiento
en la zona marítimo-terrestre y en
los puertos, y el uso y aprovecha-
miento en las aguas marítimas. En
el primer caso encontramos, junto
a la doctrina clásica al respecto
sobre el uso común general y es-
pecial, el uso privativo o las con-
cesiones (también se refiere el au-
tor al simple precario), y el régi-
men de los puertos (su naturaleza
y clases, su administración y la
utilización de los mismos), dos in-
teresantes apartados en torno a las
marismas, tema éste que, como
dice Guaita, ofrece perfiles borro-
sos y plantea cuestiones más vivas
de lo que cabría imaginar, y que
ha reclamado, por su propia va-
riedad, tanto Ja atención de la le-
gislación de puertos o aguas ma-
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rítimas como la de aguas terrestres
o continentales. Recuerda al res-
pecto el autor las propias defini-
ciones legales (marismas, lagunas,
terrenos pantanosos o encharcadi-
zos) y se refiere a su aprovecha-
miento, desecación y saneamiento.

En el caso del uso y aprovecha-
miento en las aguas marítimas, se
ocupa el autor brevemente del trá-
fico y las comunicaciones maríti-
mas y, con más extensión, de la
pesca.

Aguas continentales

Con la claridad y sentido prác-
tico que es característica bien co-
nocida del autor, este capítulo ter-
cero contempla, en realidad, la casi
totalidad de aspectos que cabe es-
perar bajo la citada rúbrica de
«aguas continentales».

Comienza recordando Guaita el
hecho de que en aquellos países
donde el agua es un bien escaso,
la legislación es más abundante
y, por lo común, plena de princi-
pios publicísticos y administrati-
vos; es en ellos—y lo es en Es-
paña— clara la tendencia a consi-
derar todas las aguas, o casi todas,
de dominio público y hay un gran
despliegue de intervenciones admi-
nistrativas para regular los apro-
vechamientos e imponer limitacio-
nes y servidumbres. No extraña,
pues, que España se adelantase en
promulgar una Ley General de
Aguas, que aunque, sabido es, con-
tiene no pocos preceptos jurídico-
civiles es, en realidad, o al menos
en gran medida, una Ley dirigida
a la Administración, a la que en-
comienda su ejecución y cumpli-
miento-, acusado intervencionis-

mo, pues, presente en el dominio
y en aprovechamiento de las aguas
que son, como es natural, los te-
mas centrales del capítulo. Propug-
na Guaita claramente la reforma
de la Ley de Aguas, que no en
vano es, básicamente y en líneas
generales, la misma Ley de 1866.
Son ciertamente de peso las razo-
nes aducidas para ello: el propio
aumento de las necesidades hasta
niveles impensables en la época,
que demanda nuevas normas para
racionalizar los aprovechamientos;
el panorama tecnológico, hoy tan
absolutamente dispar al de enton-
ces, y, en consecuencia, la existen*
cia de nuevos conocimientos y téc-
nicas en materia de ingeniería e
hidrogeología que deben tener ca-
bida en la Ley,- cambios institu-
cionales y en la organización ad-
ministrativa con su secuela de des-
plazamientos de competencias, que
también abogan por la actualiza-
ción del texto legal-, la propia su-
perposición de posteriores precep-
tos legales (comenzando por el
Código Civil) no siempre coinci-
dentes con la Ley de Aguas, que
origina las previsibles dificultades
interpretativas y discrepancias
doctrinales, lo que, unido a la
ausencia de un Reglamento gene-
ral y a la presencia de numerosí-
simos textos reglamentarios que
desarollan parcialmente la Ley, o
incluso otras leyes sobre aguas,
configura un panorama complejo
y necesitado de reforma.

Encontramos también en el ca-
pítulo el estudio, siempre necesario
en materia de aguas, de los aspec-
tos organizativos, donde, tras un
breve bosquejo histórico, adverti-
mos en el autor una postura razo-
nablemente crítica, calificándose
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la situación española (no es en
este punto la única) de «poco sa-
tisfactoria», con el consabido re-
parto de competencias hidráulicas
entre varios Ministerios, generador
en potencia de conflictos entre és-
tos y poco favorable para el ópti-
mo y sistemático aprovechamiento
y administración de las aguas, que,
en definitiva, es «un» elemento na-
tural que podría—y merecería—
mayor unidad de tratamiento;
atraer la competencia hacia el Mi-
nisterio de Obras Públicas y Urba-
nismo sería, para Guaita, lo más
conforme con la historia y con la
circunstancia presente de ser este
Departamento el que hoy adminis-
tra, con mucho, el mayor y más
importante sector, y haría innece-
saria la solución, a veces propug-
nada, de la creación de un hipo-
tético, y un tanto exótico en Espa-
ña, «Ministerio de Aguas».

Resultan asimismo de interés,
dentro del capítulo que considera-
mos, las páginas dedicadas a las
Comunidades de Regantes, tema
clásico de nuestro «Derecho de
aguas», donde encontrará el lector
una sistemática cJara y una doc-
trina que se sigue con facilidad en
el siempre controvertido tema de
su naturaleza jurídica.

Montes

En gran parte ha utilizado el
autor, en este capítulo IV dedicado
a los montes, su anterior obra Ré-
gimen jurídico-administrativo de
los montes, publicada en 1956, que
constituyó—y constituye—uno de
los textos más amplios y de más
extenso contenido dedicados en
España a esta parcela del Derecho

administrativo; obra, además, de
una estimable validez hoy en día,
ya que, en el fondo, la Ley de Mon-
tes de 1957 está lejos de haber
hecho tabla rasa de la legislación
anterior.

Tras un breve recorrido por los
períodos de la evolución normativa
hasta la Ley de Montes actual,
hace Guaita la advertencia de que
ni la Ley ni las demás disposicio-
nes en materia forestal se aplican
indistintamente a todos los mon-
tes, pues son variadas las circuns-
tancias modificativas de la norma
a aplicar (según especies foresta-
les, provincias o comarcas deter-
minadas, monte alto o monte bajo,
régimen de la propiedad, etc.).

Se muestra favorable a la no dis-
tinción entre «monte» y «terreno o
propiedad forestal» que, como es
sabido, aparece en la Ley, prescin-
diendo el Reglamento de ella y vi-
niendo a declarar sinónimas am-
bas expresiones, y aborda el tema
de su clasificación en los términos
siguientes: la clasificación funda-
mental de los montes es la que
deriva de su régimen jurídico,
pero, entiende Guaita, que no es
en modo alguno ocioso formular
una clasificación atendiendo a su
titularidad. Así, los montes pueden
pertenecer a dos grandes grupos,
esto es, ser públicos o particulares.
Públicos son los pertenecientes al
Estado (que se integran en el
ICÓN A), a las Corporaciones Lo-
cales o a cualquier otra Corpora-
ción o. Entidad de Derecho públi-
co; son, en suma aquellos de los
que es titular una Administración
pública. Dentro de los montes de
las Corporaciones Locales se dis-
tinguen, con su clásica terminolo-
gía, los «de propios» y los «comu-
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nales», pudiéndose distinguir en
estos últimos, diferentes grupos y
basándose en todo caso la diferen-
ciación fundamental entre los de
propios y los comunales, y entre
las ulteriores divisiones dentro de
estos últimos, en su disfrute y
aprovechamiento.

De igual modo los montes son
públicos, aunque la Administra-
ción titular lo sea sólo del suelo
(el monte-bosque) o sólo tenga el
dominio útil, y aunque. el monte-
suelo o el dominio directo sean de
un particular.

Los montes públicos son, en prin-
cipio, bienes patrimoniales, pero
tienen la condición de bienes de-
maniales cuando estén adscritos a
algún uso, utilidad o servicio pú-
blico, lo que lleva al autor a de-
fender la tesis de que lo son todos
los catalogados.

Respecto a los montes de particu-
lares, éstos son patrimoniales o' de
Derecho privado, y pueden ser o
no «protectores». Lo son los que
se consideran de interés general,
y podría decirse que, de alguna
manera, están afectados a una
cierta utilidad pública. Es, por
ejemplo, el caso de los montes si-
tuados en una cuenca que alimen-
te un pantano, los que habiendo
estado catalogados pasen al do-
minio particular por rectificacio-
nes del catálogo y aquellos que
por una Ley especial sean califi-
cados como protectores.

Naturalmente, y por lo que al
régimen jurídico se refiere, los
montes de dominio público son,
muy sintéticamente expuesto, in-
alienables, inembargables, impres-
criptibles, están exentos de im-
puestos y contribuciones, puede,
en principio, recuperarse su pose-

sión en cualquier tiempo, teniendo
la Administración diversas facul-
tades, incluso sancionadoras, en
relación con los mismos.

Pero donde más se detiene Guai-
ta, al hilo de su clasificación de
los montes, es en el tema de los
«montes catalogados», a los que ya
se apuntó anteriormente, conside-
ra como de dominio público.

En este sentido, tras recordarnos
qué montes públicos merecen el
calificativo de catalogados o de
utilidad pública y referirse al ori-
gen del catálogo (en realidad, éste
se configuró en el contexto de las
leyes desamortizadoras, como una
relación de propiedades no, en ri-
gor, inalienables, sino de propieda-
des que la Administración podía
conservar, es decir, unos bienes
exceptuados de la desamortiza-
ción), se refiere a la consideración
como bienes patrimoniales que le-
galmente tienen los montes catalo-
gados, consideración que no com-
parte el autor. Para éste, si la ex-
presión «bien patrimonial» contie-
ne o conlleva algo es una referen-
cia al Derecho privado o civil,
mientras que en materia de montes
catalogados todo nos está alejando,
en la realidad de su régimen ju-
rídico, del Derecho privado. Baste
pensar, continúa afirmando, en la
presunción posesoria que el catá-
logo implica, en el plazo de treinta
años para la usucapión, en el ré-
gimen de aprovechamientos o en
la necesidad de ley para enaje-
narlos para comprender que esta-
mos mucho más cerca de la dema-
nialidad que de la patrimonialidad,
sin que para ello obste el argumen-
to (que Guaita revierte) de la sus-
ceptibilidad de expropiación. Na-
turalmente se trata de un dominio
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público, si no sui géneris, sí un
tanto fronterizo o atemperado que,
en todo caso, confirmaría lo rea-
lista de aquella «échelle» de que
hablaba Duguit, y que, natural-
mente, evitaría lo absurdo de que,
por así decirlo, «sean de peor con-
dición» los montes del Estado o de
los municipios que los de las pro-
vincias, que son, indubitadamente,
de dominio público.

Se estudian, asimismo, diversas
cuestiones relacionadas con el ca-
tálogo, tales como la inclusión y
exclusión en el mismo, su deslinde,
la usucapión de montes cataloga-
dos por particulares, su ingreso en
el Registro de la Propiedad o la
interrogante—¿posesión o propie-
dad?— que surge siempre cuando
del catálogo se trata.

En este último tema (que en el
fondo no es sino la ya antigua
controversia entre el catálogo de
un lado, y los derechos de los par-
ticulares de otro, en especial cuan-
do aparezcan reflejados en el Re-
gistro de la Propiedad, es decir,
amparados por unos asientos re-
gístrales que el artículo i.° de la
Ley Hipotecaria coloca bajo la sal-
vaguardia de los Tribunales), en-
tiende el autor que, en primer
término, la inclusión de un monte
en el catálogo no prejuzga una
cuestión de propiedad, pero sí cons-
tituye una presunción iuris tantum
de posesión a favor del Estado o
Entidad pública de que se trate.
En segundo lugar, esta presunción
posesoria prevalece sobre la que
hallamos en la legislación hipote-
caria en favor del titular de de-
rechos inscritos, en el sentido de
que aquélla puede ser combatida
en un juicio declarativo ordinario,
pero no, en cambio, mediante in-

terdictos o procedimientos especia-
les ni —en concreto y especialmen-
te— por la vía del artículo 41 de
la Ley Hipotecaria. Quiere ello,
consecuentemente, decir que si la
Administración no reconoce la po-
sesión a persona distinta, o no es
vencida en juicio declarativo ordi-
nario, ha de ser mantenida en la
posesión que el catálogo presume.
De ahí, por tanto, la afirmación
inicial de que la inclusión de im
monte en el catálogo, no prejuz-
gando cuestión de propiedad, cons-
tituye una presunción de posesión,
afirmación que, con escasas excep-
ciones, es la dominante en la doc-
trina y la jurisprudencia. Sin em-
bargo, para Guaita es perfecta-
mente posible sostener algo más:
que el catálogo presume no sólo
la posesión, sino también la pro-
piedad. Utiliza a favor de su tesis
argumentos, quizá desiguales y sin
duda discutibles, pero que no de-
jan de tener interés, y que van
desde el origen histórico del catá-
logo o la propia dicción textual
(que de «propiedad» ciertamente
habla) del artículo 52 del Regla-
mento de Montes, hasta la nítida
circunstancia de que en un juicio
ordinario declarativo de propiedad
lo que se discute es precisamente
eso, la propiedad, y si para «anr©-
batarle» el monte catalogado la
Administración ha de ser vencida
en un juicio sobre «la propie-
dad»..., pasando por el argumen-
to, nada despreciable, de la posi-
bilidad, al amparo de la Ley y Re-
glamento hipotecarios, de expedir
certificaciones de dominio que son
título inmatriculador.

Innecesario es decir que asimis-
mo en este capítulo dedicado a los
montes, se estudian su conserva-
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don, aprovechamiento y repobla-
ción. En sí, la «conservación» de
los montes, al menos empleando el
término en sentido lato, casi com-
prendería la totalidad de la ac-
ción administrativa en materia fo-
restal, en el sentido de que los
aprovechamientos —c o r rectamen-
te entendidos y adecuadamente
practicados— son (sobre todo de-
ben ser) compatibles con dicha
conservación; conservación y de-
fensa es también el propio catá-
logo y las prerrogativas que de él
derivan; conservación es también
finalmente la repoblación u otras
mejoras en los montes. Sin embar-
go, la rúbrica «conservación y de-
fensa» se emplea en Libro de Guai-
ta en un sentido más restringido
(aunque más amplio que en la Ley
de Montes), y básicamente se re-
fiere a la reacción del ordenamien-
to jurídico ante los ataques que
puedan los montes sufrir, sean és-
tos provocados por causas natura-
les (erosión, aludes, etc.), por pla-
gas, por incendios, o por las pro-
pias infracciones del régimen jurí-
dico forestal.

En materia de aprovechamientos
se distingue entre los de los mon-
tes catalogados (del ICONA y de
las Corporaciones Locales), los de
los montes públicos no cataloga-
dos, y los aprovechamientos en los
montes particulares, junto con una
serie de aprovechamientos más
«en» los montes que «de» los mon-
tes, como puedan ser la caza, el
.pastoreo, aguas, rocas piedra, y
arena..., etc., estudiándose aparte
y al final del capítulo la proble-
mática de los aprovechamientos
de los montes comunales, que plan-
tean, como es sabido, particulari-
dades propias, y que precisamente

en su aprovechamiento encuentran
quizá una de sus características
más típicas y distintivas.

Por lo que a la repoblación res-
pecta, se consideran la repoblación
por ICONA, la repoblación volun-
taria, el tema de los convenios y
la repoblación obligatoria, conclu-
yendo el capítulo con unas refe-
rencias a los regímenes forestales
de Navarra y Álava, y, muy su-
cintamente, a las competencias de
las Comunidades Autónomas.

Minas

En este último capítulo, halla-
mos en sus páginas iniciales la clá-
sica cuestión, condicionante de to-
do el régimen jurídico de la mine-
ría, acerca de la propiedad de las
minas, cuestión que lleva al autor,
según un esquema bien conocido,
a formular las oportunas referen-
cias a los distintos sistemas de or-
denación minera: sistemas fundia-
rio, industrial o de la ocupación,
regaliano, demanial, y de naciona-
lización, no faltando respecto de
este último la aclaración de que la
nacionalización se refiere realmen-
te a la explotación, pues aquélla se
da, por lo que a la propiedad res-
pecta, igualmente en el sistema de-
manial.

Revisten interés las reflexiones
que el autor hace en torno a la
naturaleza del dominio minero. En
este punto, y como afirmación de
carácter general, parte Guaita del
hecho de que en España, a media-
dos del pasado siglo, el régimen re-
galiano pasa a convertirse en de-
manial, y sin embargo el Código
Civil al enumerar los bienes que
integran el dominio público se re-
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fiere a las minas «mientras no se
otorgue su concesión», por lo que
dejaban de ser demaniales las con-
cedidas, o lo que es lo mismo, en
el Código Civil, la concesión era
un modo de aquisición de la pro-
piedad por los particulares. Ni que
decir tiene que ello sería hoy ple-
namente desaconsejable, pero lo
cierto es que tal régimen se acomo-
daba a la legislación entonces vi-
gente en la que la de las minas era
una «propiedad», aunque lo fuera
de naturaleza administrativa y es-
pecial, que sólo podía perderse por
falta de pago del canon, configu-
rado, por añadidura, como «dere-
lictio». Quizá sea, en este orden de
cosas, mucho mas polémica, una
segunda línea de argumentación,
que Guaita trata de aplicar a las
minas, en el sentido de que aun-
que, en principio, pueda parecer
fuera de lugar el que una cosa
abandone el dominio público a tra-
vés de la figura de la concesión,
tal consecuencia pudiera no ser
incompatible con una institución
como la del dominio público, algu-
na de cuyas partes o elementos
pueden salir de ella al ser concedi-
das, precisamente porque mediante
la concesión el Estado consigue el
verdadero propósito que llevó a la
ley a declarar tal o cual cosa como
de dominio público. Tal ocurre
—nos dice el autor—con las mi-
nas, que el Código Civil califica
no como bienes de uso ni de servi-
cio público, sino como cosas «des-
tinadas al fomento de la riqueza
nacional», y puesto que este fenó-
meno de la riqueza nacional se
consideraba alcanzado por la con-
cesión, no pugnaba, sino que, an-
tes bien, era concorde con ello, el

que el concesionario deviniese pro-
pietario.

Sea cual fuere el pensamiento
del Código Civil, y del legislador
de la época (Decreto-ley de 29 de
diciembre de 1868), es obvio que hoy
las substancias minerales son bie-
nes de dominio público (que el Es-
tado puede explotar o ceder su ex-
plotación) sin que concesión alguna
pueda conseguir que abandonen
dicho dominio público. Supuesto
esto—y la legalidad vigente no
permite suponer otra cosa—¿en
cuál de los grupos que integran el
dominio público deben incluirse
las minas? Como es sabido ha sido
con frecuencia doctrina común, el
que los bienes de dominio público
pueden ser de uso público o de
servicio público, mas no parece
pueda afirmarse, sin cierta violen-
cia, que las minas sean de «uso
público», máxime cuando el adver-
bio «privativamente» (...que per-
tenezcan «privativamente» al Esta-
do) no significa en modo alguno
que las minas sean una propiedad
privada o civil del Estado, sino
más bien, que nadie tiene a prioñ
ningún derecho sobre ellas en el
sentido, precisamente, de que no
están abiertas al uso público. Tam-
poco, por mucho que forcemos el
concepto de servicio público (al
menos habría que hacerlo extraor-
dinariamente), parece puedan las
minas recibir este calificativo.
Ocurre —nos dice Guaita— que son
las minas, precisamente el más cla-
ro ejemplo de bienes de dominio
público por estar destinadas al fo-
mento de la riqueza nacional, pues
en definitiva no olvidemos que,
aunque los enumere en sólo dos
apartado (uso público y servicio
público y fomento de la riqueza
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nacional), en el propio Código Ci-
vil hay, conceptualmente, tres gru-
pos o especies de bienes de dominio
público.

Se contiene asimismo en el libro
que examinamos una breve refe-
rencia—quizá breve en exceso—
a la Jurisdicción en materia de
minas; cabe afirmar como princi-
pio general que los procedimien-
tos en esta materia son puramente
administrativos, instruyéndose y
resolviéndose en el seno de órga-
nos administrativos. Asimismo tie-
nen carácter administrativo las
cuestiones suscitadas por titulares
de derechos mineros, sea entre
ellos o con terceros afectados-, es
más, aunque surjan entre particu-
lares estas cuestiones que atañen
directamente a las minas y a sus
concesiones, determinan que sean
los citados órganos los que deban
intervenir. Todo ello viene, en de-
finitiva, a significar que los actos
que se dictan son actos adminis-
trativos, y que, caso de ser impug-
nados, lo serán finalmente ante la
jurisdicción Contencioso - Adminis-
trativa, y, de igual modo, que tra-
tándose de actos dictados por au-
toridades administrativas en mate-
ria de su competencia, no es ad-
misible contra ellos la interposi-
ción de interdictos.

El resto de este capítulo quinto
se dedica al estudio de los distin-
tos recursos mineros, en concor-
dancia con la propia clasificación
en secciones; es decir, recursos
de la Sección A (rocas); aguas
minerales y termales, yacimientos
formados como consecuencia de
operaciones reguladas en la legis-
lación minera, y estructuras sub-

terráneas de la Sección B; minera-
les en sentido estricto de la Sec-
ción C y yacimientos minerales o
recursos geológicos de interés ener-
gético de la nueva Sección D, y,
finalmente, los hidrocarburos lí-
quidos o gaseosos, que como es
sabido cuentan con una legisla-
ción propia, y no es desacertado,
como viene a entender Guaita, con-
siderarlos como una especie de
quinta sección a añadir a las an-
teriores.

Naturalmente, donde el autor es-
pecialmente se detiene es en los
minerales propiamente dichos, y
en los hidrocarburos, y en ambos
casos, como era obligado, los té-
mas fundamentales y que merecen
mayor atención son el permiso de
investigación y la concesión, don-
de el tratamiento dado es el clá-
sico que nos habla, básicamente,
de su naturaleza y contenido.

Concluye el capítulo con un a
modo de apartado monográfico,
comprensivo de diversos epígrafes,
sobre la actividad «empresarial»
del Estado en el campo de los hi-
drocarburos, donde encontramos
páginas de gran actualidad y útil
lectura en un sector de recursos
donde, a diferencia de lo que con
frecuencia ocurre en los demás, el
Estado no limita su actuación a
permisos y concesiones, sino que,
por obvias razones económicas, fis-
cales, y aún de defensa nacional
inmediata, hace patente su presen-
cia en todos los campos y fases,
desde la producción o importación
de productos petrolíferos, hasta su
distribución y venta.

ELOY SÁNCHEZ-TORRES MOSO




	bTitulo: DA-1983, núm. 197. AURELIO GUAITA MARTORELL. Derecho administrativo; Aguas, montes, minas,...


